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I. Introducción 
 

Desde hace poco más de una década, se introdujo en el ordenamiento jurídico español 
la posibilidad de que las personas jurídicas, es decir empresas, instituciones, 
fundaciones, asociaciones u otro tipo de organización, pudieran ser responsables de la 
comisión de ilícitos penales. 

 
Posteriormente, la Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo, modificó el Código Penal 
español, estableciendo la posible exención de responsabilidad de la persona jurídica, en 
el caso de que se adoptaran, con anterioridad a la comisión del delito una serie de 
medidas de diligencia enumeradas en dicho texto legal. Esta nueva regulación da lugar 
a la introducción en el ordenamiento jurídico nacional de lo que se conoce como 
Compliance Penal o Sistema de Prevención de riesgos penales. 

 

Entre estas medidas de diligencia figura la obligación de las organizaciones de 
establecer medios para “informar de posibles riesgos e incumplimientos al organismo 
encargado de vigilar el funcionamiento y observancia del modelo de prevención” de 
riesgos penales que se hubiera implementado. Esta disposición, ha dado lugar a la 
creación de normas que protejan a las personas que informen sobre delitos que 
pudieran haber sido cometidos en el seno de estas, creándose así nuevas regulaciones 
tanto en el ámbito europeo como en el nacional. 

 
Así, a nivel europeo se dictó la Directiva (UE) 2019/1937, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 23 de octubre de 2019, relativa a la protección de las personas que informen 
sobre infracciones del Derecho de la Unión. Consecuencia de ella, y para su 
transposición, en febrero de 2023, se publicó en el Boletín Oficial del Estado, la Ley 
2/2023, de 20 de febrero, reguladora de la protección de las personas que informen 
sobre infracciones normativas y de lucha contra la corrupción. 

 
El objetivo tanto de la Ley española como de la Directiva europea es que las 
organizaciones tengan la posibilidad de detectar y prevenir infracciones penales o, en su 
caso, administrativas graves o muy graves en una fase temprana, estableciendo para 
ello sistemas de información eficaces, confidenciales y seguros que, además, ofrezcan 
una adecuada protección a los informantes. 

 
Los Centros Especiales de Empleo (en adelante, “CEE”), como personas jurídicas que 
ostentan una función esencial en la integración social y económica de las personas con 
discapacidad, se encuentran dentro del ámbito de aplicación de esta normativa, siendo 
obligatorio el establecimiento de un canal interno de información para todos aquellos 
que cuenten con cincuenta o más trabajadores. 

 
Por este motivo, el objeto de este documento es contribuir a esclarecer aquellas 
cuestiones que, en la práctica, puedan resultar dudosas a los CEE, a la hora de 
implementar un sistema interno de información, también llamado canal ético o canal de 
denuncias, así como dar a conocer la relevancia de establecer un sistema de prevención 
de riesgos penales dentro de cada organización. 
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II. Los programas de Cumplimiento o Compliance Penal 
 

El desarrollo de una cultura de cumplimiento normativo es un deber y una función 
propia de todo tipo de organizaciones en la actualidad. El contenido de la función de 
cumplimiento es cada vez más amplio, como consecuencia del complejo entorno 
regulatorio en el que tiene que desarrollarse actualmente cualquier organización. 

 
En España, en el ámbito penal, este deber de cumplimiento normativo fue introducido 
por la Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio, y consolidado a través de la Ley Orgánica 
1/2015, de 30 de marzo. Conforme a esta regulación, las personas jurídicas pueden ser 
calificadas como responsables de determinados ilícitos penales, siempre que el delito 
sea cometido por una persona que, en el ámbito de la misma tenga poderes de toma de 
decisiones o bien, por una persona física que, estando bajo la autoridad de aquella, haya 
podido cometer el acto delictivo por haberse incumplido gravemente por los directores, 
gerentes o administradores (o, en definitiva, personas con poder de decisión), los 
deberes de supervisión, vigilancia y control que les son propios. 

 

 
Ahora bien, esta responsabilidad penal de la persona jurídica puede atenuarse o evitarse 
mediante el establecimiento de un modelo de prevención de riesgos penales que 
cumpla con los requisitos dispuestos en el propio Código Penal: 
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La finalidad de la función de cumplimiento consiste en analizar cuáles son los riesgos de 
comisión de estos delitos por parte de la organización, con el objetivo de tratar de 
evitarlos o disminuirlos. Para ello es necesario llevar a cabo una evaluación en la que se 
lleve a cabo su identificación y estudio para, ulteriormente alertar sobre posibles 
incumplimientos, realizar propuestas de corrección, así como hacer un seguimiento y 
revisión de las mismas. Todo ello contribuye a una disminución de las posibilidades de 
incurrir en sanciones penales o administrativas, pérdidas materiales o financieras y, 
daños reputacionales. 

 
Por todo ello, a pesar de tratarse de un sistema no obligatorio por ley, añade un elevado 
valor a toda organización y, en particular a los CEE, reforzando la construcción y 
preservación de su reputación, transparencia, credibilidad y confianza para los 
trabajadores, clientes y proveedores. Además, estos modelos de cumplimiento 
contribuyen a la creación dentro del CEE, de una cultura corporativa de cumplimiento, 
que otorga un mayor valor y fiabilidad a su estructura organizativa. 

 
 

III. El Canal de Denuncias o Sistema Interno de Información 
 

Los canales de denuncias, además de ser uno de los requisitos que establece el Código 
Penal español para que la persona jurídica quede exenta de responsabilidad, son el 
cauce preferente para informar sobre las acciones u omisiones ilícitas frente a las que 
protege la Ley 2/2023, de 20 de febrero, reguladora de la protección de las personas 
que informen sobre infracciones normativas y de lucha contra la corrupción. Se trata de 
un medio para comunicar tanto infracciones penales como administrativas de carácter 
grave o muy grave. 

 
Teniendo en cuenta la regulación actual, se entiende por denuncia aquellas 
comunicaciones por medio de las cuales cualquier persona que se relacione 
profesionalmente con la organización (empleados, proveedores, becarios, etc.) tiene la 
posibilidad de informar acerca de una vulneración, irregularidad o violación grave de los 
procedimientos o normas internas de la organización, de la legislación española y 
europea vigente, o de cualquier otra irregularidad cometida por parte de cualquier 
directivo, administrador o empleado de esta. 

 
A continuación, se va a proceder al desglose de los principales aspectos que regula la 
normativa actual en relación con estos canales. 

 
Ámbito de aplicación 

 
Conforme a la Ley 2/2023, los canales de denuncia pueden ser utilizados por: 

 
• Aquellos partícipes y personas pertenecientes al órgano de administración, 

incluidos los miembros no ejecutivos. 
• Cualquier persona que trabaje para o bajo la supervisión y la dirección de 

contratistas, subcontratistas y proveedores. 
• Voluntarios, becarios, trabajadores en periodos de formación remunerados o no. 
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• Informantes que comuniquen o revelen públicamente información sobre 
infracciones cometidas en el marco de una relación laboral o estatutaria ya 
finalizada. 

 
En cuanto a las conductas sobre las que se puede informar, como se ha mencionado 
anteriormente, es denunciable: 

 
• Cualquier ilícito o infracción que afecte al ámbito normativo o suponga una 

infracción del Derecho de la Unión Europea. 
• Actos u omisiones que pudieran dar lugar a una infracción penal o administrativa 

grave, entre otros: 
o Intimidación, acoso y abuso de poder, tanto verbal como físico. 
o Infracciones en las relaciones comerciales. 
o Sobornos, corrupción. 
o Infracciones respecto a la información sensible y confidencial. 
o Realización de operaciones con información privilegiada. 
o Blanqueo de capitales. 
o Irregularidades graves relacionadas con la Hacienda Pública o la 

Seguridad Social. 
o Fraude de subvenciones. 

• Infracciones sobre el Derecho laboral en materia de seguridad y salud en el 
trabajo. 

• Incumplimiento grave de la normativa interna de la organización. 
 
Las dudas, consultas o quejas acerca de la relación o situación laboral o profesional con 
la organización, en tanto en cuanto las mismas no supongan una vulneración – ya sea 
posible o efectiva - de la legalidad vigente o de la normativa interna de aplicación, 
deberán ser interpuestas a través de los cauces que la organización establezca al efecto. 

 
Responsable del canal o sistema de información 

 
El Responsable de Información es configurado por la normativa como aquella persona 
encargada de la gestión del sistema de información implantado, es decir, se trata de la 
persona designada para verificar que se cumpla el protocolo de gestión del canal 
implementado, en caso de recibir una denuncia. 

 
El Responsable ostenta la facultad de gestión del Canal de Denuncias y de tramitación 
de los expedientes de investigación. Sus funciones serán desarrolladas con plena 
independencia y autonomía dentro de la organización, por lo que no podrá recibir 
instrucciones de ningún tipo en el ejercicio de las mismas, y deberá disponer de todos 
los medios personales y materiales necesarios para llevarlas a cabo. 

 
Este Responsable ha de ser designado por el órgano de administración de la 
organización de entre sus directivos, y tendrá por misión asegurar la tramitación 
diligente de las denuncias que lleguen al Canal. Su nombramiento, cese o destitución, 
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serán comunicados a la Autoridad Independiente de Protección al Informante en los 
diez días hábiles siguientes. 

 
También existe la posibilidad de que se nombre Responsable del Sistema de Información 
a un órgano colectivo. En organizaciones que hayan implementado un modelo de 
prevención de riesgos penales y cuenten con una unidad de cumplimiento o un órgano 
de control de cumplimiento, según la denominación que se establezca por la propia 
entidad, se recomienda el nombramiento como Responsable a la misma. No obstante, 
dentro de ella ha de designarse a una persona física que sea la coordinadora de este 
canal, cuya identidad también ha de comunicarse a la Autoridad Independiente de 
Protección al Informante. 

 
Requisitos que han de cumplir las denuncias 

 
Las comunicaciones dirigidas al canal de información, para que sean tomadas en 
consideración y admitidas, deben cumplir los siguientes requisitos: 

 
• Proporcionar toda la documentación disponible sobre la situación que se 

comunica, o indicios objetivos para obtener las pruebas, sin que se puedan 
emprender actuaciones fundamentadas solo en opiniones. 

• Tener una certeza razonable de la información que se traslada, que debe tener 
especial transcendencia para la integridad de la organización. 

• La información que se facilite con la comunicación debe ser en todo caso veraz. 
Debe tenerse en cuenta que dicha información servirá de base para el inicio de 
un proceso de investigación interna que, en su caso, pudiera derivar en posibles 
investigaciones por parte de autoridades judiciales, fuerzas y cuerpos de 
seguridad del Estado o de organismos públicos y en la imposición de sanciones o 
medidas disciplinarias. 

• Se podrá requerir por el Responsable o por el instructor de la investigación 
cualquier otra información que pueda tener quien presente la comunicación. La 
entidad receptora no está obligada a devolver la documentación que se pueda 
presentar con la denuncia. 

 
Las comunicaciones efectuadas de buena fe y conforme a los anteriores criterios no 
tendrán, en ningún caso, consecuencias negativas para el informante ni para los testigos 
que en su caso comunique, siendo el comunicante el responsable del uso incorrecto que 
lleve a cabo del canal, así como del contenido de las comunicaciones formuladas. 

 
Supuestos de inadmisión a trámite 

 
La denuncia se podrá inadmitir: 

 
• Cuando los hechos relatados no sean constitutivos de infracción del 

ordenamiento jurídico 
• Cuando los hechos relatados carezcan de toda verosimilitud 

 
1 Esta Autoridad Independiente de Protección al Informante, se encuentra pendiente de creación a fecha 
de elaboración del presente informe. 
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• Cuando la comunicación carezca manifiestamente de fundamento o existan 
indicios racionales de haberse obtenido mediante la comisión de un delito. 

• Cuando la comunicación no contenga información nueva y significativa sobre 
infracciones en comparación con una comunicación anterior respecto de la cual 
se den nuevas circunstancias de hecho o de derecho que justifiquen un 
seguimiento distinto. 

 
Garantías del procedimiento de denuncia: la necesidad de una herramienta digital 

 
Los pilares básicos sobre los que se asienta este procedimiento son: 

 
• Garantía de no represalias para el informante: el CEE garantizará, siempre que 

se respete este procedimiento, que no se adoptarán medidas de ningún tipo 
contra el informante que realice la denuncia, como resultado de la misma. 
Asimismo, cualquier represalia en el orden laboral contra el empleado que haga 
uso de este procedimiento, o su intento, constituye una grave violación de las 
normas internas de la organización, por lo que se adoptarán las medidas 
oportunas para sancionar tal infracción. 

• Anonimato: en todo caso el canal de denuncias establecerá la posibilidad de 
realizar denuncias anónimas. Para ello es necesario el uso de una herramienta 
que, además de las restantes garantías, posibilite al informante, el ejercicio de 
su derecho a no ser identificada. Las herramientas de canales de denuncias 
disponen de mecanismos para que el investigador se ponga en contacto con la 
persona que informa sin necesidad de conocer su identidad, ya sea mediante la 
creación de usuarios aleatorios asociados a la comunicación realizada, o 
mediante la asignación de un código a la denuncia que permita visualizar el 
estado de la investigación a través de la correspondiente plataforma. La 
importancia de una herramienta de canal de denuncias radica en que, a 
diferencia de los tradicionales buzones de correo electrónico, aquellas permiten 
sin mayor dificultad la garantía de informar anónimamente. 

• Confidencialidad: el CEE, en todo caso, garantizará la confidencialidad de la 
comunicación presentada en cuanto a la identidad del comunicante, la cual no 
será revelada, salvo a requerimiento de la autoridad competente o por exigencia 
legal. En tal caso, y con carácter previo a revelar esta información, se advertirá 
de esta circunstancia al denunciante, excepto cuando se tuvieran fundadas 
razones legales para no hacerlo. En todo caso, se respetará el secreto 
profesional, así como la normativa vigente en materia de protección de datos de 
carácter personal. 

• Protección del afectado: en todo caso, las personas afectadas por la 
comunicación tendrán derecho a la presunción de inocencia, al derecho de 
defensa y al derecho de acceso al expediente, así como a la misma protección 
establecida para los informantes, preservándose su identidad y garantizándose 
la confidencialidad de los hechos y datos del procedimiento. 

• Plazo máximo de investigación: el CEE deberá investigar la denuncia presentada 
por un plazo máximo de tres meses, prorrogable por un periodo de idéntica 
duración. Transcurridos tres meses desde la introducción de los datos, deberá 
procederse a su supresión del sistema de canal de denuncias, salvo la 
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información recopilada de manera anonimizada con el objeto de dejar evidencia 
del funcionamiento del modelo de prevención de la comisión de delitos por la 
persona jurídica. 

• Respeto a la protección de datos personales de la persona informante. No se 
recopilarán datos personales cuya pertinencia no resulte manifiesta para tratar 
una información específica o, si se recopilan por accidente, se eliminarán sin 
dilación indebida. Si la información recibida contuviera datos personales 
incluidos dentro de las categorías especiales de datos, se procederá a su 
inmediata supresión, sin que se proceda al registro y tratamiento de estos. Los 
datos que sean objeto de tratamiento podrán conservarse en el sistema de 
información únicamente durante el tiempo imprescindible para decidir sobre la 
procedencia de iniciar una investigación sobre los hechos informados. Si se 
acreditara que la información facilitada o parte de ella no es veraz deberá 
procederse a su inmediata supresión, salvo que dicha falta de veracidad pueda 
constituir un ilícito penal, en cuyo caso se guardará la información por el tiempo 
necesario durante el que se tramite el procedimiento judicial. 

 
Otros requisitos del canal: el registro de comunicaciones 

 
El Responsable de Información llevará un libro-registro de las informaciones recibidas y 
de las investigaciones internas a que hayan dado lugar, garantizando, en todo caso, los 
requisitos de confidencialidad previstos en la regulación vigente. 

 
El carácter de dicho registro será estrictamente confidencial y únicamente podrá ser 
conocido por quienes intervengan en la investigación. Este Registro no será público y, 
únicamente a petición razonada de la autoridad judicial competente, mediante auto y 
en el marco de un procedimiento judicial, y bajo la tutela de aquella, podrá accederse 
total o parcialmente a su contenido. Los datos personales relativos a las denuncias 
recibidas y a las investigaciones internas sólo se conservarán durante el periodo que sea 
necesario y proporcionado a efectos de cumplir lo establecido en la normativa vigente. 
En ningún caso podrán conservarse los datos por un periodo superior a diez años. 

 
IV. Conclusiones: necesidad de implementación por parte de los CEE 

 

Los Centros Especiales de Empleo son organizaciones cuya labor primordial es la de 
proporcionar a los trabajadores con discapacidad la posibilidad de acceso a un trabajo 
productivo y remunerado, adecuado a su grado de discapacidad y sus características 
personales, así como facilitar la integración laboral de éstos en el mercado ordinario de 
trabajo. 

 
Debido a su importante tarea en el ámbito socioeconómico, la utilización de la 
estructura jurídica de los CEE para la comisión de delitos puede suponer un grave 
impacto, no únicamente para el Centro en sí, sino para todos los trabajadores con 
discapacidad y familias que se verían afectadas. Ello sin contar con la imposibilidad de 
acceder con posterioridad al hecho delictivo a cualquier tipo de ayuda o fondos públicos 
tanto a nivel nacional como europeo. Sin embargo, ello puede evitarse con la 
implementación de un modelo de Compliance: 



9 

 

 

   
 

Delitos tales como el fraude de subvenciones, contra la seguridad social o contra la 
Hacienda Pública, son únicamente algunos ejemplos de los delitos cuyo riesgo de 
comisión por parte de los CEE podría ser mayor. Por ello, es importante adoptar medidas 
de diligencia adecuadas para evitar que estos se materialicen. Uno de estos medios 
necesarios para la exención de responsabilidad de la persona jurídica y para cumplir con 
estos deberes de diligencia debida son los canales de denuncia. Una herramienta 
esencial para el descubrimiento de irregularidades en el seno de la organización, que 
otorga una mayor confianza y posibilidad de participación de los trabajadores 
eliminando los riesgos a sufrir represalias: 

 
 
 

 
• Detectar y prevenir 

infracciones penales o 
administrativas graves o muy 
graves en una fase temprana 

• Que no existan represalias 
para el denunciante. 

 
Objetivos del 

Canal 

Requisitos 

 
• Responsable del Canal 
• Denuncias anónimas 
• Garantía de confidencialidad 
• Respeto a la protección de 

datos personales 
• Protección del afectado 
• Plazos de resolución 

 
 

 
Por estos motivos, los canales son importantes y relevantes no sólo para los CEE que 
cuenten con más de cincuenta trabajadores, sino para todos los centros especiales de 
empleo. La implementación de un adecuado programa de cumplimiento normativo 
cobra especial relevancia para el desarrollo de los CEE a nivel reputacional y de 
confianza de sus trabajadores y personas con discapacidad que quieran acceder a un 
puesto de trabajo acorde con las mismas. 

Objetivos: 

 Prevenir riesgos de 
sanciones penales. 

 Evitar o disminuir riesgos 
reputacionales. 
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